
 

 

 

Brigada Tuitera 

 

A LA ATENCIÓN DE LA RELATORÍA ESPECIAL DE NACIONES UNIDAS SOBRE INDEPENDENCIA 
DE LOS JUECES Y ABOGADOS 

 

 

Estimada Sra. Mónica Pinto: 

Animados y en colaboración con RIGHTS INTERNACIONAL SPAIN (RIS)1, quienes ya le han 
dirigido otras comunicaciones, solicitando su intervención ante los graves ataques que está 
sufriendo la Independencia Judicial en España2, en concreto con fecha de 26 de noviembre de 
20143 y de 28 de julio de 20154, y cuyo contenido suscribimos, queremos insistirle en las 
mismas y exponerle otras que agravan la situación.  

La Brigada Tuitera, el Movimiento #T  

Permítanos en primer lugar explicarle, muy someramente, que Brigada Tuitera5 es un colectivo 
de activistas6, conformado en su mayoría por abogados y juristas, pero también por 
ciudadanos, que ante la desoladora situación que atraviesa la Justicia en España, se han unido 
en un movimiento social reivindicativo, al margen de más ideología que la búsqueda de una 
Justicia de calidad. Tres son sus objetivos claves, condensados en el “Manifiesto7 por la Justicia 
#T”, y que estamos seguros que compartirá: #JusticiaAccesible, #JusticiaConMedios y 
#JusticiaIndependiente, en definitiva, #Justicia.8 

El Movimiento que emplea técnicas de funcionamiento en enjambre y sin jerarquía, es muy 
activo en redes sociales, pero también fuera de ellas, habiendo logrando amplia repercusión 
mediática. Algunos medios hablan de más de 10.000 activistas y consideran a Brigada Tuitera 
un grupo de presión influyente y relevante, responsable, junto con otros colectivos, de la 
eliminación de las infames tasas judiciales para las personas físicas.  

El colectivo #T es promotor de que hasta nueve Parlamentos Autonómicos hayan instado al 
Gobierno de España a eliminar las tasas judiciales a pequeñas, medianas empresas y 
asociaciones sin ánimo de lucro, y es responsable de cuatro Proposiciones de Ley9 en el 
Congreso presentadas por los principales grupos políticos de la oposición con idéntica 
finalidad.  

El Movimiento que aglutina a juristas y ciudadanos en una agrupación reivindicativa de miles 
de personas que lucen una #T sus avatares de redes sociales, logró en campaña electoral que 
los candidatos a la Presidencia del Gobierno de los principales partidos de la oposición se 



comprometieran a derogar las Tasas Judiciales para las PYMES y ONGs, y con ello, que tras las 
elecciones, el pasado el 19 de abril de este año, el Pleno del Congreso de los Diputados 
aprobara por unanimidad10 la toma en consideración de la derogación de dichas tasas 
judiciales11, dando con ello un paso de gigante tras años de reivindicaciones. Si bien, la 
disolución del Parlamento ante su incapacidad para designar un Gobierno, supone el fin, al 
menos por el momento, de la tramitación del Proyecto de Ley. 

Los activistas de #T mueven las redes sociales a diario, habiendo generando innumerables 
Trending Topic para denunciar con ellos la situación de la Justicia en España y organizan o 
colaboran activamente en todo tipo de congresos y actos jurídicos para alertar sobre la 
dramática situación en que se encuentra. La actividad del Movimiento se ha desarrollado 
también en instancias europeas, vía preguntas a la Comisión Europea12, y recientemente, el 
colectivo ha intervenido en un Congreso13 en la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, 
abordando la problemática de Lexnet a la que nos referiremos.  

Ataques a la Independencia Judicial en la última legislatura.  

Entrando ya en materia y centrándonos en esta última legislatura, procedemos a reseñarle los 
ataques a la Independencia Judicial más relevantes y obvios, destacándole, que si bien, 
pudieran constituir cuestiones aisladas, en realidad, todo parece formar parte de un plan 
elaborado y sistemáticamente implementado tendente a someter al Poder Judicial.  

La reforma del Consejo General del Poder Judicial 

Así, tal y como le comunicaba RIS en su carta de fecha de 26 de noviembre de 2014, la primera 
actuación fue la reforma del Consejo General del Poder Judicial (de ahora en adelante, el 
CGPJ), vía Ley Orgánica 4/2013, de 28 de junio14, a la que se opusieron todas las asociaciones 
judiciales, que presentaron informes desfavorables15. La reforma, en contra de la promesa 
electoral del partido del Gobierno que apostaba por volver al sistema de la década de los 80 y 
dejar que fueran los jueces quienes eligieran directamente a 12 de sus 20 miembros,mantiene 
el nombramiento de todos los vocales por el Parlamento, 10 por el Congreso y 10 por el 
Senado, con la mayoría de 3/5 impuesta por la Constitución. La diferencia fundamental 
estriba, en que antes de la reforma el Consejo se renovaba en bloque lo que forzaba a los 
grupos a llegar a un acuerdo, pero ahora, si un partido tiene mayoría de 3/5 en una Cámara (lo 
tenía el del Gobierno en el Senado, en la pasada legislatura), puede renovar el CGPJ sin 
necesidad de llegar a un acuerdo con el resto de las fuerzas políticas de la otra Cámara, por lo 
que los partidos de la oposición carecen de cualquier posibilidad de negociación real y efectiva, 
ante el riesgo de que el Gobierno haga uso del nuevo poder que se ha otorgado. 
Recordamos, que el CGPJ es el órgano que debe velar por la independencia judicial y el que 
gestiona aspectos tan sensibles para la misma como el régimen disciplinario, los traslados y 
ascensos profesionales. 

Falta de recursos económicos y humanos 

Ya en esta carta se venía haciendo mención a la falta de recursos suficientes en los órganos 
judiciales para realizar su trabajo, viniéndose reduciendo el presupuesto para justicia en 2013 
un 4,21% y en 2014 un 2,31%16, lo que puede no parecer mucho, pero lo es, si tenemos en 



cuenta que se parte de un presupuesto históricamente insuficiente17. Ello, unido a que el 
escenario de crisis económica ha aumentado la necesidad y demanda de Justicia. A lo 
económico se unió lo humano, eliminándose unos 1500 jueces sustitutos y otros 500 fiscales 
de los Juzgados. Esto supone una reducción aproximada del 20% de la plantilla de jueces, que 
dictaban un 30% de las sentencias judiciales. Ahora el trabajo de estos jueces se ha repartido 
entre la plantilla ordinaria de jueces, aumentando la saturación de los juzgados.  

Desde la XXV reunión nacional de jueces decanos de España celebrada en Vigo del 26 al 28 de 
octubre de 2015, se hizo hincapié que sin medios tanto humanos como materiales, no hay 
justicia de calidad, y las recientes reformas van a tener una eficacia muy limitada, sin que 
vayan a agilizar el trabajo de los juzgados. Tanto los Juzgados de Primera Instancia y de lo 
Mercantil, como de la Jurisdicción Social donde se están señalando juicios para 202018, están 
totalmente desbordados ya que ni se han creado juzgados ni aumentado el número de jueces 
en los últimos años, aunque el número de asuntos se ha incrementado ostensiblemente. Esta 
situación también se da en el resto de Órdenes Jurisdiccionales. Esta falta de medios afecta de 
manera directa a la independencia judicial y a la investigación de delitos, más notablemente 
en los casos de corrupción donde es necesario un gran esfuerzo por parte de los juzgados.19 

En esta lamentable situación de colapso y falta de medios para atender los asuntos ordinarios, 
difícilmente nuestros órganos judiciales pueden actuarcon la debida independencia para 
investigar los centenares de casos abiertos por corrupción20. La independencia judicial, 
también se golpea, cuando desde el poder político no se asignan los medios necesarios, 
sometiendo a los jueces a cargas de trabajo inasumibles, que les impiden investigar con 
libertad. Creemos que el Ejecutivo, acuciado por la corrupción es muy consciente de ello y está 
usando esta falta de recursos con dicha finalidad expresa.  

Nombramientos, reformas de la Ley Orgánica del Poder Judicial y de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal 

Por otro lado, ciertamente y tal como se exponía en la carta de fecha de 28 de julio de 2015, a 
lo anterior se suman tres hechos especialmente atentatorios contra la Independencia Judicial: 

a)  En primer lugar el nombramiento del presidente de la Sala Tercera del Tribunal 
Supremo (de lo Contencioso-administrativo), cuestión íntimamente vinculada con la 
referida reforma del CGPJ, órgano encargado del nombramiento de jueces, y que 
algunos sectores afirman que no se ha realizado basado en criterios objetivos ni en la 
integridad ni capacidad profesional.21 
 

b) En segundo lugar, la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial ha permitido que el 
presidente del CGPJ pueda realizar propuestas vinculantes al órgano de gobierno de la 
judicatura que debilitan el carácter colegiado de la institución y sus funciones como 
garante de la independencia judicial22. Además, la reforma vulnera la garantía del juez 
predeterminado por la ley, a través de las facultades que se otorgan para modificar el 
reparto de asuntos y distribuir las cargas. 

 
c) Por último, la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que fija un plazo límite 

para la instrucción penal23 sin estar acompañada de la aportación de medios 



necesarios para que las investigaciones puedan llevarse a cabo en los cortos plazos 
establecidos. La reforma deja en manos del Ministerio Fiscal la posibilidad de 
prorrogar dichos plazos, lo que ha sido muy criticado, dado que una de las notas 
esenciales que caracterizan a la Fiscalía es la dependencia jerárquica del Fiscal General 
del Estado, que es nombrado por el Gobierno. Organizaciones de la sociedad civil, 
incluidas asociaciones de jueces y fiscales, así como profesionales del derecho han 
criticado fuertemente esta medida, argumentando que limitar los plazos de 
instrucción, por sí solo, sin la asignación de recursos presupuestarios suficientes y 
adecuados, impedirá cumplir con el objetivo y podría suponer un riesgo cierto de 
impunidad, habiéndose calificado por las asociaciones de jueces y fiscales de “Ley de 
Impunidad a la Corrupción”. Esta reforma, que entre otras medidas limita los plazos de 
la instrucción judicial, entró en vigor el 6 de diciembre de 2015 y tendrá sus primeros 
efectos el próximo 5 de junio de 201624. De hecho, en un reciente comunicado, el 
Consejo Fiscal ha concluido que, con los medios actuales, los términos del artículo 324 
LECRim resultan de difícil o imposible cumplimiento y ha solicitado se adopten las 
medidas adecuadas para corregir la situación.25 
 

La situación es tan grave, que se está produciendo el hecho histórico, de que por primera vez, 
las Asociaciones de Jueces y Fiscales, aún siendo de distintos signos26, están denunciando en 
comunicados todas estas cuestiones, en ocasiones, hasta de forma conjunta. 
 
Injerencias del Gobierno en el CGPJ 
 
A todo esto, que como decimos, no son hechos aislados sino que forman parte de un plan 
elaborado, se suma un agravamiento de la injerencia en el CGPJ del partido mayoritario del 
Gobierno por la vía de haberse dotado de más funciones a su Presidente27. La falta de 
Independencia Judicial ha comenzado a agravarse desde dentro del propio CGPJ a través del 
funcionamiento de la propia Institución que ha pasado de ser un Órgano Colegiado a uno 
Presidencialista. Se han ido tomando medidas para la acumulación en su Presidencia de más 
peso, de modo que, al final, los que disponen sobre los jueces, sean, fundamentalmente, la 
sección mayoritaria elegida por el partido del Gobierno, esto es, el Presidente del Consejo y los 
Vocales de corte más conservador y cercanos al Presidente. Ya se habla abiertamente, dentro 
del CGPJ, de vocales de dos categorías, los que forman parte de la Comisión Permanente y el 
resto, que no tienen más función que la de asistencia al pleno.  

En este sentido, creemos que son muy ilustrativas, las palabras de Dª Margarita Robles, 
antigua Vocal del CGPJ desde septiembre de 2008 a diciembre de 2013 y Magistrada del 
Tribunal Supremo en el momento de realizarlas28, que en una entrevista en el periódico La 
Razón29, afirma que “el Consejo (CGPJ) actual, con la reforma que se hizo, ha ido claramente en 
detrimento de la institución, ha modificado un órgano que la propia Constitución quería que 
fuese colegiado, y le ha dado un carácter eminentemente presidencialista, donde los poderes 
del actual presidente, Carlos Lesmes, nunca fueron tenidos por ningún otro presidente.” 
También hace referencia a que “se han creado vocales de dos categorías, los de primera, que 
son los que forman parte de la Comisión Permanente, y los de segunda, los que forman parte 
de ellas y a los que se les deja muy reducidas las competencias; a los que se les sustrae la 



posibilidad de realizar cualquier otro tipo de actuaciones que no sea la mera asistencia al 
pleno. Como consecuencia de todo ello, hay un recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal 
Constitucional por la reforma del CGPJ, que espero que se resuelva pronto, porque el régimen 
actual de dos categorías de vocales, junto con esa imagen absolutamente presidencialista del 
Consejo, no ayuda en nada a la institución.” Por último, respecto al sistema de elección de 
vocales, expresa que, la experiencia de los 35 años de existencia del Consejo, unida a los cinco 
años en que fue vocal del Consejo, han puesto de relieve que esa elección parlamentaria es 
una de las razones por las que se crea esa apariencia de politización. Y que, desde ese 
conocimiento y también del que se extrae de resoluciones de organismos europeos, ha llegado 
a la conclusión, y también la práctica totalidad de asociaciones judiciales, de que en estos 
momentos sería mucho más conveniente que los 12 vocales de procedencia judicial fuesen 
elegidos directamente por los jueces y magistrados. 

Informe del Consejo de Europa: la configuración del CGPJ amenaza la independencia judicial 

El pasado 26 de marzo se conocía el Informe30 elaborado conjuntamente por las Oficinas de los 
Consejos Consultivos de jueces y de fiscales europeos a petición del Secretario General del 
Consejo de Europa. En dicho Informe consta que la configuración del CGPJ, compuesta por 
jueces y juristas elegidos por las autoridades políticas, presenta “una amenaza potencial 
para la independencia judicial” y que “Con este vínculo tan obviamente político, el Consejo 
General del Poder Judicial no puede garantizar la división de poderes del Estado. Más bien al 
contrario, su propia configuración [el hecho de que esté compuesto por los jueces y abogados 
plenamente elegidos por las autoridades políticas] presenta una amenaza potencial para la 
independencia judicial”. En relación a la reforma operada por la Ley Orgánica 7/2015 de 21 de 
julio, añade que supone “una nueva forma en la que el Presidente del Consejo General del 
Poder Judicial podría hacer propuestas obligatorias al Consejo, lo que debilita su naturaleza y 
funciones como garante de la independencia judicial”31. 

Lexnet 

Por último, la implantación obligatoria y apresurada de Lexnet32, un sistema que impone el 
envío de escritos judiciales y la recepción de resoluciones por vía telemática y que ha 
ocasionado el caos en los juzgados y fiscalías. Esta medida se ha adoptado justamente tras 
haberse introducido el límite para las instrucciones penales, a cuyas peligrosas consecuencias 
en pro de la impunidad ya nos hemos referido.   

Desde el 1 de enero de 2016, Lexnet se convirtió en una herramienta obligatoria para la 
práctica totalidad de los profesionales que trabajan con la Administración de Justicia en 
España. Y esto se ha hecho, cuando los Juzgados no estaban preparados para recibir los 
escritos por esta vía. Esto ha dado lugar a un sinfín de sistemas de presentación y de 
funcionamiento, pues cada decanato de juzgados se ha visto compelido a tener que dictar su 
propio sistema transitorio de funcionamiento, que en la mayoría de los casos ha consistido en 
obligar a presentar por la vía digital y ordinaria –en papel–, aun cuando las notificaciones se 
siguen recibiendo mayoritariamente en papel. De hecho, los juzgados las imprimen y se sigue 
trabajando con papel, pues no existe expediente electrónico. Lexnet tiene un historial de 
problemas considerable33, pues se trata de una aplicación pensada hace más de 10 años, que 
se ha impuesto, como algo moderno, cuando que, en realidad, no lo es.  



Podemos agrupar los principales problemas que presenta este sistema en dos: 

a) Por un lado, problemas de usabilidad y funcionamiento que llevan al colapso y 
generan falta de seguridad jurídica34. Lexnet es técnicamente un sistema muy pobre. 
Las capacidades del sistema son insuficientes y su usabilidad compleja, por lo que 
obliga a invertir mucho tiempo para presentar cualquier escrito, que además debe de 
hacerse en una forma técnica muy concreta. Los rechazos de los escritos por el sistema 
–no por el Poder Judicial– son habituales y también los colapsos y paradas. En este 
sentido, dado que todos los escritos deben presentarse por el sistema, cuando Lexnet 
está en parada o sin funcionamiento, la tutela judicial efectiva en el Estado está 
parada o suspendida. El nuevo sistema, en realidad es un parche para conectar los 
diversos sistemas informáticos que funcionan en España y que depende, en su 
mayoría, de las propias Comunidades Autónomas. Su puesta en marcha de forma 
obligatoria y apresurada en unos juzgados que no están preparados, ni técnica ni 
formativamente, ha colapsado los mismos y ha propiciado una enorme inseguridad 
jurídica en todos los operadores. Además, esta medida no servirá para agilizar la 
Justicia, pues el problema no está en las comunicaciones, sino en dar salida a las 
peticiones que se instan en las mismas. 
 

b) Por otro lado, ocasiona problemas de seguridad y recorte de funciones del Poder 
Judicial, lo que atenta flagrantemente contra la Independencia Judicial35. Dado que 
LexNet es un sistema informático que tiene acceso a todas las notificaciones que se 
producen en la práctica totalidad de los expedientes judiciales de España, su control 
debería haberse atribuido a quién hasta el momento controlaba los registros 
judiciales; el Poder Judicial. Ahora bien, esto no es así, pues Lexnet depende del 
Ministerio de Justicia, lo que supone que, al menos teóricamente, el Gobierno tiene 
la posibilidad de acceder a cualquier documento judicial, y el propio sistema facilita 
datos que permiten el control total sobre qué está trabajando un determinado juez. 
Tampoco se puede descartar que terceros puedan acceder al Sistema por las 
conocidas como “puertas traseras” que voluntaria o involuntariamente podrían existir. 
Lexnet no está escrito en software libre y este código no está a disposición de la 
ciudadanía para auditarlo públicamente36, lo que es comparable a que hubiese leyes 
en vigor a las que la ciudadanía no pudiera acceder, algo totalmente contrario al 
principio de legalidad que rige en un Estado de Derecho. Ni siquiera está a disposición 
del Poder Judicial, que no tiene su control, sino que está bajo el control del Poder 
Ejecutivo, lo que atenta contra la Independencia Judicial. Resulta, por tanto, 
inadmisible la aprobación de una medida que habilita al Gobierno a acceder a 
cualquier documento judicial. Porque eso es lo que en la práctica y por virtud de la 
técnica informática, y no de la Ley, lo que ha supuesto Lexnet. 
 

Lexnet pone, por lo tanto, en peligro cuatro principios de derecho de orden fundamental al 
atentar contra la separación de poderes, la independencia del poder judicial, la 
independencia de la abogacía y la privacidad de los usuarios de la administración de justicia. 
Lexnet, y su control por el Poder Ejecutivo en vez de por el Poder Judicial constituye un ataque 
a la Independencia Judicial sin precedentes. Actualmente, se ha presentado, por el profesor, 



abogado y activista, Javier de la Cueva, una denuncia formal ante la Comisión Europea contra 
el Reino de España, en la que explica como LexNet atenta contra el derecho comunitario37.  
 
Por todo, y en definitiva, el plan para el control y sometimiento de la Justicia por el Poder 
Ejecutivo se ha implementado y ello tampoco parece ser casual, sino que constituye un medio 
para lograr la impunidad en la generalizada corrupción que ha aflorado en los últimos años: (i) 
control y sometimiento del Poder Judicial a través de la injerencia y dominio en el CGPJ, con 
todo lo que ello implica de injerencia directa en los jueces; (ii) colapso de los Juzgados por falta 
de medios económicos, lo que viene a constituir una injerencia por desbordamiento en las 
posibilidades de funcionamiento con libertad de la plantilla de jueces; (iii) introducción de un 
plazo límite para instruir los procedimientos penales, lo que obliga a los jueces a despachar las 
investigaciones con ligereza para evitar la prescripción de delitos y con riesgo de impunidad 
final en sentencia por una falta de prueba; y finalmente, (iv) la introducción de Lexnet que 
genera inseguridad jurídica, ahonda en el colapso de los Juzgados, recorta competencias 
judiciales, permite un control sobre la judicatura por medio de los datos que reporta el propio 
sistema y posibilita el acceso del ejecutivo o de terceros a todos los documentos del Sistema 
Judicial.   
 
Todo conforma un plan orquestado que atenta contra la independencia judicial. Por eso le 
pedimos respetuosamente que, en el ejercicio de su mandato, se dirija al Gobierno español a 
fin de que se deroguen las reformas antes mencionadas que tanto afectan a la independencia 
judicial y tome medidas para que se doten de recursos suficientes a los jueces y tribunales 
españoles así como para asegurar que no se producen mermas o intromisiones del ejecutivo 
en la independencia judicial, recordándole cuáles son sus obligaciones vinculantes de 
conformidad con el Derecho Internacional y los Derechos Humanos. 
 
Quedando a su disposición para cualquier aclaración o ampliación de información, le 
solicitamos en su condición de Relatora Especial de la ONU sobre la Independencia de los 
magistrados y abogados que realice una visita oficial a España para analizar directamente las 
dificultades que está atravesando la Justicia independiente en nuestro país, habida cuenta de 
la extrema gravedad que ha alcanzado la situación y de conformidad a como, con nuestra 
mejor intención, le hemos expuesto.  
 
Reciba un afectuoso saludo, 

 
Brigada Tuitera 
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